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                                                                  Acta de Aprobación No 434
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1.- VISTOS  
Debe pronunciarse la Sala con ocasión de la consulta de la decisión proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), mediante la cual sancionó a la Dra. PAULA GAVIRIA BETANCUR, Directora General de la Unidad para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -UARIV-, y a la Dra. MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO, Directora de  Reparaciones de la misma entidad, por no atender el cumplimiento de la sentencia de tutela dictada a favor del señor AGUSTÍN DE JESÚS CARDONA CARDONA. 
2.- ANTECEDENTES 
2.1.- En junio 22 de 2015, la Juez Cuarta Penal del Circuito de esta ciudad, en calidad de juez constitucional de primer grado, concedió el amparo solicitado por el señor AGUSTÍN DE JESÚS CARDONA CARDONA en relación con su derecho de petición  dentro  de  la acción de tutela instaurada contra la Unidad para la  Atención y Reparación Integral de Víctimas -en adelante UARIV-; y, en consecuencia, ordenó “[…] a la Directora Técnica de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de Víctimas María Eugenia Morales Castro y a la Directora General de la misma entidad, Paula Gaviria Betancurt, o quienes hagan sus veces, que si aún no lo han hecho, en el término de 48 horas, contadas a partir de la notificación de este fallo, resuelva de fondo la solicitud presentada por el accionante el 27 de marzo de 2.015 […]”

2.2.- En julio 23 de 2015 el actor por escrito informó no haber tenido respuesta alguna de la entidad y el despacho mediante oficios de esa misma fecha, requirió a la Dra. MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO –Directora de Reparaciones- y a la Dra. PAULA GAVIRIA BETANCURT –Directora General de la UARIV-, para que acaten el fallo constitucional y expliquen lo pertinente.  Posteriormente el juzgado por oficios de agosto 13 de 2015 realiza un segundo requerimiento en similar sentido,  pero acude a la Dra. GAVIRIA BETANCUR como superior jerárquica de la primera para que la haga cumplir la sentencia.
2.3.- Ante el silencio de las referidas funcionarias, por auto de febrero 26 de 2016 la a quo dispuso la apertura formal del incidente, al cual se vincularon las servidoras ya mencionadas, a quienes se les corrió traslado por tres días de conformidad con lo reglado en el numeral 2 del art. 137 C.P.C. para que expusieran lo que consideraran necesario y solicitaran las pruebas que pretendieran hacer valer, sin haber efectuado pronunciamiento alguno.
2.4.- Luego de adelantado el trámite de Ley, el Juzgado Cuarto Penal del Circuito en decisión de abril 29 de 2016 sancionó por desacato a las  Dras. PAULA GAVIRIA BETANCUR -Directora General de la UARIV-, y MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO -Directora de Reparaciones Administrativas-, de forma individual con 2 días de arresto y multa equivalente a 2 s.m.l.m.v.

3.- Para resolver, se CONSIDERA 
Existe competencia funcional para desatar el grado de consulta surtido sobre la providencia emitida dentro del incidente de desacato que adelantó la Juez Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.). Analizada con detenimiento la actuación surtida en el juzgado a quo, se puede observar que existen fallas que no permiten avalar la sanción impuesta y por el contrario obligan a decretar nula la decisión para que se subsanen las irregularidades denotadas. La anterior afirmación se hace debido a lo siguiente:

Para efectos de imponer una sanción por incumplimiento a un fallo de tutela, es estrictamente necesario que durante el incidente de desacato se sepa quién es la persona encargada de su obediencia, los motivos por los cuáles no lo ha hecho y, además, quién es el superior de esa persona, para de esa manera poder respetar lo dispuesto en el citado artículo 27 del Decreto 2591/91. Para el caso concreto la a quo estimó que las funcionarias de primer nivel que debían obedecer lo dispuesto en la sentencia constitucional eran la Directora General de la UARIV –Dra. PAULA GAVIRIA BETANCURT- y la Directora de Reparaciones -Dra. MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO-, frente a las cuales profirió auto de carácter sancionatorio.

En el presente asunto, si bien la juez de primer nivel tuteló el derecho fundamental del que es titular el señor AGUSTÍN DE JESÚS CARDONA CARDONA, al analizarse con detenimiento la actuación allí surtida, se observa que al no haberse respetado por la UARIV la sentencia dentro del plazo concedido -lo que motivó al accionante a solicitar el incidente de desacato-, se desplegaron las actividades necesarias con el fin de que la entidad informara de manera clara lo relativo al cumplimiento del fallo, sin recibirse respuesta alguna, a consecuencia de lo cual continúa sin resolverse la situación que obligó al actor a acudir al juez constitucional para la protección del derecho de petición, frente a la negativa de la UARIV de comunicarle la fecha en la que se le realizaría la indemnización administrativa que reclama.

Para adoptar la determinación dentro del referido incidente, la a quo tuvo en cuenta la orden proferida en la acción de amparo y adelantó los procedimientos que regula el Decreto 2591/91 con el fin de procurar que las comprometidas en observar la tutela -Directora General y Directora de Reparaciones de la UARIV- se enteraran en debida forma del respectivo trámite; empero, no obstante el envío de las comunicaciones pertinentes éstas no fueron suficientes para lograr que obedecieran lo consagrado en la providencia, o indicaran las razones para no acatar lo resuelto, por lo que hasta la fecha la garantía constitucional invocada por el actor continúa siendo vulnerada por parte de la demandada.

Sin embargo, lo que en este momento vislumbra el Tribunal, es que desde el instante en que se profirió el fallo se impuso una orden a una servidora que ESTABA EN IMPOSIBILIDAD JURÍDICA DE DAR CUMPLIMIENTO A LO ALLÍ ORDENADO, y, por ende, no podría ser sancionada en el presente incidente al no ser responsable directa de atender lo requerido por el actor.

Así lo sostenemos, porque mírese que la acción de tutela que interpuso el señor CARDONA CARDONA en contra de la UARIV se hizo consistir en el hecho de que pese a que elevó petición en marzo 27 de 2015 para que se le informara cuándo se le efectuaría el pago de la reparación integral como víctima de la violencia, nada se le respondió por la entidad demandada, y de conformidad con lo reglado en el artículo 3 de la Resolución 01785 de marzo 17 de 2015
 ello le corresponde a la Directora de Reparaciones por ser una de  las funciones esenciales de su cargo, como así se destaca en la referida normativa: “1. Otorgar, de acuerdo con las instrucciones del Director de la Unidad, a las víctimas la indemnización por vía administrativa, de que trata el artículo 132 de la Ley 1448 de 2011.”

Tal situación conlleva a predicar, sin dubitación alguna, que es la mencionada servidora pública la encargada de dar cumplimiento a lo requerido por el actor, y no obstante que el despacho tenía conocimiento de la existencia de tal Dirección Técnica como la directa obligada, también vinculó a la Directora General de la entidad, cuando se sabe que una gestión como la pretendida por el señor CARDONA CARDONA no era de su resorte, de lo cual se infiere que la sanción por desacato se impuso a una funcionaria equivocada, como quiera que por error la orden dada en el fallo de tutela se plasmó contra quien no tenía el deber funcional de resolver el pedimento del solicitante.

En conclusión, el Tribunal no puede predicar otra cosa que no era la Directora General de la UARIV la facultada para atender la petición del accionante, en tanto tal actividad radicaba en la Directora Técnica de Reparaciones, quien igualmente fue vinculada al trámite constitucional y por ende obligada a acatar el fallo judicial.

De lo anterior se deduce entonces que no podía haberse dado iniciación al presente incidente de desacato en contra de la Directora General de la UARIV,  por ser la Directora Técnica de Reparaciones quien debía observar la acción constitucional; pero aun así, el juez de primer nivel adelantó el procedimiento reglado en el Decreto 2591/91 que culminó con sanción para ambas funcionarias.
La jurisprudencia constitucional tiene decantado que si el juez dentro del trámite del incidente o en la respectiva consulta
 verifica que la  orden  emitida  es  de  imposible  observancia, o  se  demuestra  su absoluta ineficacia para proteger el derecho fundamental amparado, sin llegar a modificar el contenido  sustancial del mandato pronunciado en la tutela o  redefinir  los alcances de la protección concedida
, puede emitir órdenes adicionales a las originalmente dispuestas o introducir ajustes a la decisión original, siempre y cuando se respete el principio de la cosa juzgada
. Sin embargo, esa opción no tiene cabida en el caso singular, toda vez que lo que aquí está de por medio es la violación al debido proceso por cuanto el mandato se dio a una funcionaria que no estaba obligada, por lo cual no podía haberse iniciado incidente de manera directa en su contra.

Ahora bien, en este asunto también se vinculó a la Dra. MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO -Directora de Reparaciones- para que acatara el fallo constitucional, pero revisado el diligenciamiento aprecia la Sala que para proferir la decisión frente a la misma no se respetó el procedimiento establecido, pues aunque al trámite se vinculó a la Dra. PAULA  GAVIRIA BETANCUR como una de las encargadas del cumplimiento de la tutela –lo que no procedía, como ya se vio- e igualmente como superior jerárquica de la Directora de Reparaciones, para el Tribunal esta última situación tampoco radica en cabeza de la referida funcionaria sino de la Subdirectora General, Dra. IRIS MARÍN ORTIZ, como se desprende del organigrama publicado en la página web de la UARIV
, a quien no requirió el despacho para que efectuara las actividades tendientes a lograr la observancia de la providencia e iniciara el correspondiente proceso disciplinario; en consecuencia, ningún conocimiento tuvo respecto de este asunto.
De lo antes mencionado se desprende que el juzgado de primer nivel omitió hacer el requerimiento a la Subdirectora de la UARIV -Dra. IRIS MARÍN ORTIZ-, en su condición de superior jerárquica de la Directora Técnica de Reparaciones,  por considerar de manera errada que tal calidad la ostentaba la Directora de la UARIV, y ello conllevó a que no se atara al presente trámite y por ende tampoco se adoptara decisión respecto de la misma.

En ese orden de ideas, la irregularidad que se reprocha conlleva una violación sustancial al debido proceso y transgrede las formas propias del procedimiento establecido, por lo que se hace imperativo declarar la nulidad de lo actuado a partir de los requerimientos realizados mediante oficios de agosto 13 de 2015 para que éstos igualmente se surtan frente a la superior jerárquica de la obligada a observar el fallo, para que la actuación se ajuste a los lineamientos establecidos en el Decreto 2591/91 y la sentencia C-367/14.

ANOTACIÓN ADICIONAL

Se llama la atención de la a quo respecto al presente diligenciamiento, ya que si bien con antelación a disponerse su apertura formal no existe un término estipulado para su desarrollo, en tanto lo que se busca es el cumplimiento del fallo, dicho lapso no puede dilatarse sin justificación alguna como acá se evidencia, al verificarse que una vez se arrimó la solicitud respectiva el juzgado libró oficios con los cuales requirió en dos oportunidades a las encargadas de su acatamiento –julio 23 de 2015 y  agosto 13 de 2015-, y no obstante el silencio tan solo 6 meses después -febrero 26 de 2016- se ordenó abrir el incidente.

Adicional a ello, no obstante lo señalado por la Corte Constitucional en Sentencia C-367/14, se desbordó ostensiblemente el plazo de 10 días hábiles con los que contaba para proferir el auto de fondo, por cuanto ello se hizo 17 días después -abril 29 de 2016-. 
En consecuencia, se insta al despacho judicial para que hacia el futuro se evite incurrir en igual anomalía. 

4.- DECISIÓN 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, 

5.- RESUELVE
PRIMERO: SE DECRETA LA NULIDAD de lo actuado en el presente incidente de desacato, a partir de los requerimientos efectuados por medio de los oficios de agosto 13 de 2015, para que éstos igualmente se surtan frente a la Subdirectora General de la UARIV como superior jerárquica de la encargada de cumplir el fallo, y de esa forma procurar que la actuación se ajuste a los lineamientos establecidos en el Decreto 2591/91 y en la sentencia C-367/14.
SEGUNDO: Remítanse de inmediato las diligencias al juzgado de origen para lo pertinente.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ          

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� “Por la cual se adopta el Manual Específico de Funciones y de Competencias Laborales para los empleos de la Planta de Personal de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas”.


� Corte Constitucional, sentencia SU-1158 de 2003. 


� Corte Constitucional, sentencias T-368 de 2005; T-1113 de 2005 y Auto 118 de 2005.


� Corte Constitucional, sentencia T-1113 de 2005.


� http://www.unidadvictimas.gov.co/es/organigrama/127
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